
243

Parte I 

¿Hacia el despeñadero?

México finalizó 2009 como el año de su peor recesión económica, aun si se 
considera la depresión de los años treinta. En los inicios de 2010, la aten-
ción nacional se había centrado en las celebraciones del centenario de la 
Revolución Mexicana y del bicentenario de la Independencia como colonia 
de España. Otras naciones, en otros tiempos, se han visto obligadas a cele-
brar aniversarios tan significativos en condiciones desfavorables; esta lla-
mada “celebración” fue de poco consuelo para la mayoría de los mexicanos 
empobrecidos y sometidos a una situación de creciente violencia e inseguri-
dad social.

A finales de 2008, la economía de México se hundía a un ritmo alarmante 
y el secretario de Hacienda, máximo responsable de la política económica de 
México, tratando de bromear, utilizó un término que será inolvidable: definió 
la crisis como un “catarrito”. Posteriormente, en enero de 2009, estos mis-
mos ilustres funcionarios asistieron a la Cumbre Económica de Davos (Suiza), 
donde el presidente Calderón se mofó (y exhibió) ante los mandatarios y 
líderes empresariales más poderosos del mundo, alardeando que México 
tenía “muy buen equipo económico, tal vez el mejor”. La crisis de 2009 
llegó a México con una declaración del representante de la élite política y 
económica del gobierno, quien estaba dispuesto a tomar “muy en serio la 
situación”.

Nunca había sido más cierto el cliché que dice “cuando el Tío Sam es-
tornuda, a México le da pulmonía”. Sin embargo, en este caso parecía que 
el “Tío Sam” manifestaba una enfermedad muy grave y que México se des-
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lizaba hacia su lecho de muerte. Al final, en 2009, el pib de Estados Unidos 
se redujo un 2.4 por ciento en promedio anual, mientras que la economía de 
México cayó un 6.5 por ciento en términos reales. Por razones que serán 
detalladas más adelante, la economía de México está ligada como nunca 
—desde el siglo xix, en la era de Porfirio Díaz—, a la economía de Estados 
Unidos; la situación es tan determinante para su futuro económico, que las 
medidas y políticas económicas estratégicas y definitivas no las adopta el 
Estado mexicano, sino Estados Unidos. 

Todas las esperanzas recayeron en el presidente Barack Obama y su 
equipo de asesores neoliberales, liderados por un neoclásico acérrimo, el 
doctor Larry Summers; no cabe duda de que la apuesta de Obama para mini
mizar los efectos de la crisis y crear empleos mediante el programa de es-
tímulos “Recuperación y Reinversión Americana” —instrumentado por su 
gobierno a principios de 2009— era correcta: cerca de 2 millones de em-
pleos fueron rescatados por el gasto público y los recortes de impuestos en 
el primer año del programa; no obstante, la economía había perdido cerca 
de 8.2 millones de puestos de trabajo. El programa ayudó a impulsar la 
economía de Estados Unidos durante los últimos seis meses de 2009, te-
niendo como resultado la disminución en la tasa de desempleo. Hasta 
enero de 2010 se mantuvieron siete meses de crecimiento en la producción 
manufacturera.

Las implicaciones económicas de estas medidas fueron relativamente sa
tisfactorias como en el caso del crecimiento del consumo de Estados Unidos, 
que había estado deprimido por décadas; con ello se generó crecimiento en 
muchas economías extranjeras porque el sector manufacturero de Estados 
Unidos estaba “vaciado” y dependía de la importación de piezas y compo-
nentes decisivos, situación que benefició a México más que a otras naciones. 
Dado que México es su proveedor número uno de autopartes, la recuperación 
para el gigantesco sector automotriz de Estados Unidos, por ejemplo, signi-
fica que las empresas de autopartes de los estados del norte y centro de México 
ocupen su excedente de mano de obra. En general, las plantas manufactu-
reras de exportación (extendidas por el territorio mexicano, pero agrupa-
das sobre todo en la franja fronteriza, como ya se apuntó en capítulos ante-
riores), son en gran medida propiedad estadounidense y debieron poner en 
marcha su producción cuando el consumo de Estados Unidos tuvo algún mo
vimiento positivo real en 2010.

Como hemos enfatizado, la exportación de bienes de consumo terminados 
es más importante para la economía mexicana que el envío de partes y com-
ponentes a las fábricas de Estados Unidos. Por ejemplo, en 2009, la gran 
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mayoría de las exportaciones de México, 81 por ciento, fueron hacia Esta-
dos Unidos. Contrario a las opiniones de los economistas neoclásicos sobre 
el equilibrio del comercio de Estados Unidos-México con la aprobación del 
tlcan (del que son cómplices descarados), México logró en 2008 un supe-
rávit comercial de 82,500 millones de dólares con Estados Unidos, cifra su-
perior al déficit de 3,200 millones de dólares en 1994, cuando el tlcan 
entró en vigor.

Aun así, los resultados obtenidos en 2008 y en años anteriores pueden 
repetirse solo si regresa y se expande el enloquecido consumo estadounidense. 
Mientras el mercado inmobiliario se mantenía enérgico, las empresas de pro
piedad extranjera ubicadas en México podían enviar gran variedad de 
bienes de consumo duradero ligados a la construcción: estufas, lavadoras, 
secadoras y refrigeradores. De modo ridículamente fácil, el crédito impulsó 
al mercado inmobiliario e hizo mucho más que eso: los propietarios de vi-
viendas, aquellos que ya habían asegurado sus hipotecas 30 años antes de 
que comenzara el boom inmobiliario, experimentaron eso que se señala con 
el término económico wealth effect (“efecto riqueza”), que los llevó a consu-
mir a un ritmo frenético sin precedentes; tal “efecto riqueza” marcó la rela-
ción entre el aumento en el valor de los activos (casas) y el gasto del consu-
midor. Antes, los economistas se habían centrado en la relación entre los 
incrementos de ingresos y consumo; ahora, con salarios por hora estanca-
dos o disminuidos en Estados Unidos desde principios de la década de 
1970, y con los salarios semanales reales, que apenas se incrementaron para 
90 por ciento de la fuerza laboral, tiene poco caso enfocar el impacto del 
consumo del casi estancado ingreso familiar. 

Pero México siguió el juego del creciente “efecto riqueza” durante la 
primera década de este siglo; cuando esa riqueza se esfumó —con casi 3 
millones de desalojos de casas en 2009— las exportaciones mexicanas de 
manufactura se colapsaron. Durante los primeros diez meses de 2009, el 
conjunto de las exportaciones mexicanas cayó 21 por ciento; en el mismo 
periodo, autos y autopartes se desplomaron 33 por ciento.

Así, cuando el presidente Calderón afirmó (como afirma con frecuencia): 
“México hizo todos los movimientos correctos de política económica duran-
te 2008 y 2009; la crisis fue debido a fuerzas y factores externos”, estaba to-
talmente equivocado: México se ha convertido en un apéndice de Estados 
Unidos. La situación fue construida conscientemente por la élite empresa-
rial de México que —a través del funcionamiento de la asociación cúpula 
empresarial, el cce— ha orquestado los detalles de la integración económica 
asimétrica de México con capital de Estados Unidos a través de las negociacio
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nes del tlcan en la década de 1990 (según detallamos en un capítulo ante-
rior). La vieja idea de “externo e interno” pierde sentido cuando analizamos la 
nueva relación de dependencia que México eligió por su creencia en una salvación 
neoliberal por la vía del llamado “Acuerdo de ‘Libre’ Comercio”. En realidad, la 
consideración sin sentido de un incremento del comercio fue en realidad 
una cortina de humo para que México se abriera, tanto como fuera posible, 
a la inversión extranjera estadounidense.

La esquizofrenia económica de Felipe Calderón

El hecho es que México se ha metido en una caja que dice “Estados Unidos”. 
Algunos integrantes de la élite política mexicana apoyaron los descomuna-
les programas de gasto deficitario de Obama: el déficit federal de Estados 
Unidos fue de aproximadamente 10 por ciento del pib en el ejercicio fiscal 
de 2009 (octubre de 2008-septiembre de 2009), y 10.3 por ciento programado 
para 2010. Al mismo tiempo, el nivel de estímulo fiscal alcanzó en México 
aproximadamente 0.3 por ciento del pib para 2008, y entre un máximo de 
2 y mínimo de cero por ciento para 2009. El efecto neto de los contradicto-
rios cambios en la política fiscal para 2009 aún no queda claro; México fue 
quizá el único país en el mundo que, siendo fuertemente impactado por 
la gran recesión de 2009, reaccionó con incremento de impuestos: destaca la 
decisión de aumentar el Impuesto al Valor Agregado (iva) de 15 a 16 por 
ciento, lo que ayudó al gobierno federal a asegurar que no caería en un dé-
ficit de magnitud significativa. Sin un gran margen de beneficio, la adminis-
tración del presidente Calderón fue muy criticada por incrementar el iva a 
bienes como alimentos y medicinas; aún más, el aumento del iva fue un 
golpe cruel que contribuyó a la caída del ingreso per cápita en promedio de 
casi 8 por ciento, en 2009. El incremento al iva se sumó a los precios que la 
mayoría de los pobres, la clase obrera y la clase media de mexicanos com-
pran en la economía formal; esta situación empuja la actividad económica 
de México aún más hacia una economía subterránea e informal, la cual se 
estima que ofrece trabajo a un 40-50 por ciento de la fuerza laboral del país.

De acuerdo con los datos de la cepal —órgano de la onu—, 40 por ciento 
de la población más pobre en México recibe solo 12 por ciento del ingreso 
nacional y el 60 por ciento más pobre recibe un poco menos de 25 por cien-
to del total del ingreso (cepal, 2010, p. 68). La idea de que los llamados “mejo
res diseñadores de políticas económicas de México” pudieron aumentar un 
impuesto regresivo sobre los más pobres de México —en medio de la peor 
crisis económica— fue algo casi imposible de imaginar en cualquier otro 
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país; este hecho muestra de manera elocuente que México se encuentra 
sumergido en una profunda ruina moral e intelectual.

La locura monetaria

Mientras Estados Unidos siguió una estrategia sin precedentes de drástica 
expansión monetaria para tratar de rescatar los bancos de inversión y las 
compañías de seguros en problemas —todo para estimular y/o poner un 
suelo móvil bajo la economía— la política monetaria de México ha sido laxa, 
en el mejor de los casos, y restrictiva, en el peor: desde octubre de 2007 
—cuando era evidente que la economía de Estados Unidos se dirigía en pica
da a una grave caída— hasta agosto de 2008, el Banco de México (Banxico) 
elevó las tasas de interés; en enero de 2010, el banco central redujo las tasas 
de crédito, pero las dejó en 4.5 por ciento, aun cuando las tasas en Estados 
Unidos se habían colocado prácticamente en cero.

Esa tasa impresionantemente alta parecía destinada a atraer “dinero 
caliente” para financiar los bonos de México y el mercado de crédito, así 
como para mantener la fuga de capitales bajo control, dado que las clases 
altas del país habían sacado cerca de 57 mil millones de dólares en los 
tres años anteriores. Empero, esta medida resulta un contrasentido al pro-
ducirse en circunstancias de una alarmante capacidad industrial ociosa, 
desempleo y niveles de pobreza en aumento. Más aún, dicha política al ser-
vir también para atraer a especuladores extranjeros ha ayudado a la élite a 
impulsar el mercado de valores a un máximo histórico en marzo de 2010.

Es importante señalar que el débil crecimiento económico de México, 
desde la devastadora crisis de 1994-1995, ha sido subsanado, en parte, al faci
litar crédito a familias y consumidores. Así, desde 1999 hasta junio de 2009, 
la deuda de tarjetas de crédito, como porcentaje del pib, creció 417 por ciento, 
y —más importante en términos de su magnitud— los créditos hipotecarios 
para financiar la construcción de vivienda aumentaron 246 por ciento, desde 
2003 hasta junio de 2009 (Canacintra, 2009, p. 18). Sin embargo, el finan-
ciamiento bancario al sector empresarial no mostró crecimiento desde 1999 
y hasta mediados de 2009; los bancos, ahora de propiedad extranjera (sobre 
todo españoles), no tienen ningún interés en prestar a las pequeñas y me-
dianas empresas mexicanas que, hambrientas de crédito, no pudieron man-
tener su lugar en la cadena de proveedores internacionales. Es así que la 
actividad económica de las empresas multinacionales —en especial las de 
propiedad estadounidense— se ha simplificado cada vez más, al orientarse 
a la exportación de fuerza de trabajo barata y a las actividades de maquila 
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que, como hemos demostrado a lo largo de este libro, son la columna verte-
bral del modelo económico neoliberal implantado en México. 

Sin lugar a dudas, la expansión de los préstamos para la construcción de 
vivienda ha sido importante, pero limitada como contrapeso al modelo ex-
portador a toda costa, debido a la creciente demanda de productos nacio-
nales como cemento, ladrillos, vidrio, acero y, sobre todo, mano de obra. 
A mediados de 2009, si no es que antes, los bancos habían frenado los 
préstamos de tarjetas de crédito y préstamos hipotecarios. Los proyectos de 
construcción estaban agotados y los trabajadores al borde del despido, en 
sintonía con la espiral descendente; esto podría no ser muy obvio por un 
tiempo, debido a que en 2010 había prisa en todo México por arreglar par-
ques y fachadas de las ciudades, pues los gobiernos federal y estatales gasta-
ron ampliamente en la construcción y preparación de las celebraciones de 
la Independencia y la Revolución.

El sector externo

Aunque la dramática caída de las exportaciones manufactureras de México 
es la explicación más relevante al inicio de la recesión, se han sumado mu-
chos otros factores a esta problemática: las exportaciones de petróleo se 
dispararon con el alza del precio en 2008, pero cayeron 39 por ciento en 
2009. Otra fuente importante de ingresos externos había sido la creciente 
masa de ingresos salariales enviados a los familiares de la población inmi-
grante de México, ubicados en su mayoría en Estados Unidos; esas remesas 
cayeron 16 por ciento, lo que implicó un duro golpe para millones de fami-
lias pobres que cuentan con ese modesto recurso y que se encuentran en 
constante peligro de perderlo.

A pesar del impresionante crecimiento de las exportaciones manufactu-
reras en los años ochenta y noventa, la destrucción de la base industrial de 
propiedad nacional bajo el régimen del “libre comercio” ha significado que 
México termine importando más productos manufacturados de los que ex-
porta; es decir, a pesar del enorme excedente de exportaciones a Estados 
Unidos, México registra un déficit tan amplio con respecto al resto del mundo, 
que supera el valor total de las exportaciones de manufacturas; en los últi-
mos años, la situación ha sido cada vez peor: en 2003, el déficit del sector 
manufacturero se situó en 14,600 millones de dólares; en 2005, correspon-
dió a 22,200 millones de dólares; en 2008, llegó a 27,800 millones de dólares. 
Esta situación se debe principalmente a dos factores. En primer lugar, 
México detenta una leve “ventaja” (estática) en la manufactura por mano de 
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obra barata; el problema es que, bajo el andamiaje del modelo exportador 
de fuerza de trabajo, produce cada vez menos insumos básicos para el mer-
cado doméstico y más para la exportación (partes, componentes, materias 
primas procesadas que se instalan en estufas, camiones, impresoras, etcétera), 
de modo que las pequeñas y medianas empresas mexicanas producen cada 
vez menos de la amplia cantidad de bienes de consumo de la clase media y 
la élite de México. En este proceso se dan a menudo situaciones paradójicas 
tan elementales como que México exporta una impresionante cantidad 
de autos de bajo precio e importa una significativa cantidad de artículos de 
lujo, como automóviles y todo tipo de mercancía ostentosa para la clase alta. 
En cuanto a la importación desfrenada de artículos suntuarios, hay que to-
mar en cuenta que el 10 por ciento de la población más adinerada está reci-
biendo entre el 54-62 por ciento del ingreso nacional, si son incluidos todos 
los ingresos de las capas altas, por lo común excluidos de los cálculos corrien
tes (Cortés, 2001; Cypher, 2011; Leyva-Parra, 2005). De esta forma, todo el 
esfuerzo que el país ha puesto en la construcción de una infraestructura de 
clase mundial e impresionantes parques industriales, la fábrica-modelo ba-
sada en las exportaciones en términos netos, en realidad reduce el estándar 
de vida. Es decir, en comparación con una estrategia basada en la expan-
sión del mercado interno y de los productores nacionales (como la que se ha 
instaurado en Asia y en Brasil), la estrategia neoliberal de México ha so
cavado su propia economía, e impedido su desarrollo económico futuro.

En segundo lugar, el modelo exportador mexicano basado en mano de 
obra barata está sustentado en el establecimiento de plantas manufactureras 
de propiedad extranjera; el núcleo mismo de la estrategia neoliberal adop-
tada por el Estado desde finales de los años ochenta se encuentra en la polí
tica de atracción de ied. De hecho, como detallamos en capítulos anteriores, 
esa fue la razón por la que México trabajó con tanta avidez para que el 
Congreso de Estados Unidos aprobara el tlcan, tratado que prácticamente 
no tenía nada que ver con el “libre comercio”, porque el país tenía pocos 
aranceles o barreras comerciales en la década de los noventa.

Como todo el mundo, incluso el público estadounidense mal informado 
entendió que el tlcan era en realidad un acuerdo para asegurar que las 
empresas extranjeras pudieran entrar a México sin temer a futuras políti-
cas que las obligaran a aumentar el contenido mexicano en sus plantas, o 
para restringir cualquier forma de repatriación de sus considerables ganan-
cias. Los diseñadores de las políticas económicas entendieron que la proxi-
midad geográfica de México con el enorme mercado de Estados Unidos, junto 
con una dócil fuerza de trabajo a bajo precio, constituirían una combinación 
irresistible. 
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Bajo esta perspectiva, la inversión funge como el núcleo que determina 
el avance económico; la inversión extranjera, acorde con la argumentación, 
conduciría a la incorporación de “mejores prácticas” en la gestión, lo que 
desbordaría a las empresas mexicanas. Más importante aún es que la ied 
traería los avances tecnológicos que ni los conglomerados mexicanos ni el 
Estado han querido financiar. Como se ha visto, el empresariado mexicano 
siempre busca, aunque con algunas excepciones, el negocio con beneficio 
fácil y rápido, sin considerar la realización de proyectos de investigación y 
desarrollo que pudiesen tener rendimientos en el largo plazo. La política 
implementada en México se basaba en el falso supuesto de que el capital 
extranjero desarrollaría capacidades tecnológicas y atraería nuevas empre-
sas. Esto no funcionó porque una estrategia pasiva de semejante naturaleza 
no funciona en ningún lugar; la evidencia ha demostrado que la inversión 
extranjera puede ayudar a una nación solo si se inscribe en una estrategia 
selectiva en sectores que favorezcan el desarrollo nacional. 

Si se considera la política de inversión, 2009 fue el peor año para México; 
entraron al país 11,700 millones de dólares de inversión extranjera, 51 por 
ciento menos que en 2008, y la menor cifra en los últimos 13 años. Pero la 
inversión directa de conglomerados mexicanos en el exterior fue de 7,600 
millones de dólares, lo que acabó por contrarrestar el flujo de inversión para 
arrojar un saldo neto de apenas 4,100 millones de dólares (Jardón, 2010).

Contradicciones de la dependencia económica  

de México respecto de la política estadounidense

México actuó en forma diferente y contrastante respecto a Estados Unidos 
en el manejo de la crisis actual, tanto en la política monetaria como en la 
fiscal, lo que ha puesto a la sociedad mexicana en una situación extrema
damente vulnerable, que se agrava aún más en virtud de la fragilidad de 
la recuperación norteamericana. Es importante destacar, en este sentido, 
que la recuperación económica de Estados Unidos se ha basado en políticas 
contracíclicas de carácter keynesiano, cuando ese país fue, durante mucho 
tiempo, renuente a este tipo de política y teoría. De hecho, los principales 
asesores económicos del gobierno del presidente Obama han mostrado 
poco interés en los desequilibrios macroeconómicos, a contracorriente de 
los epígonos de la ortodoxia neoclásica. Todo indica que la política moneta-
ria ha llegado a sus límites (con tipos de interés de casi cero) y que el interés 
del gobierno de Obama se ha centrado en la política fiscal. 
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En relación con la política fiscal, el Center for Budget and Policy Priori-
ties emplazó a los estados a realizar recortes en sus gastos para los ejercicios 
presupuestales de 2010 y 2011 (del 1 de julio de 2010 hasta el 30 de junio 
de 2011), logrando contracciones de 194 mil millones de dólares y 68 mil 
millones de dólares (Lay, Johnson y McNichol, 2010). Para 2011 se prevén 
recortes de 150 mil millones de dólares, lo que implica una reducción total 
del gasto de aproximadamente 334 mil millones de dólares. Tales medidas 
han erosionado las políticas expansivas keynesianas del gobierno federal 
estadounidense y dan cuenta del fiscal drag, que en conjunto equivale a 44 
por ciento del estímulo fiscal keynesiano multianual creado por la Ley de 
Recuperación. El Centro estima que para 2011 se perderán 900 mil puestos 
de trabajo permanentes debido a la política de recortes estatales de gastos, 
dados los recortes en julio de 2010, que coincide con el momento en que 
los fondos federales de la Ley de Recuperación estarán en su punto final. 
Por lo anterior, de junio de 2010 a junio de 2011, el crecimiento económico 
de Estados Unidos se reducirá aproximadamente 1 por ciento; esta dismi-
nución tendrá impactos negativos en el nivel de exportaciones de México y 
afectará las predicciones optimistas de crecimiento del pib para 2011. 

El déficit federal de Estados Unidos alcanzó 1,400 millones de dólares 
en 2009, (9.9 por ciento del pib), y 1,300 millones en 2010 (9.2 por ciento 
del pib) (Congressional Budget Office, 2010). A pesar de lo anterior, en fe-
brero de 2010 las cifras de desempleo alcanzaron 17 por ciento (usando la 
definición más amplia y representativa); hasta mediados de 2011, la econo-
mía no había presentado signos sostenidos de recuperación. Con la desa
celeración de estas políticas keynesianas, la crisis fiscal de los gobiernos 
estatales tendrá efectos cada vez mayores en Estados Unidos y, en conse-
cuencia, en la economía mexicana. La Congressional Budget Office estima-
ba en enero de 2010 que la deuda federal/pib crecería de 53 por ciento, en 
2009, a 67 por ciento, en 2020 (excluyendo la parte que está en manos del 
“Fed” y de otros aparatos del gobierno estadounidense, como el Seguro 
Social). El pago de intereses correspondiente a deuda externa pasaría de 1.4 
por ciento del pib en 2010, a 3.2 por ciento, en 2020. Estimaciones menos 
optimistas señalan que la deuda federal/pib podría incrementarse 100 por 
ciento en 2020 (Congressional Budget Office, 2010), aunque debe señalarse 
que estas estimaciones sobre el incremento de la deuda han sido impulsadas 
por los antikeynesianos provenientes de la Escuela de Chicago.

La fobia a la deuda futura en combinación con la intervención estatal 
han sido factores diseñados por ex miembros del congreso en los periodos 
Reagan-Bush, quienes forman parte de la derecha: Newt Gingrich y Dick 
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Armey sostienen que un “gobierno grande” que acumula deuda está des
truyendo la economía de Estados Unidos. El conocido “partido del Té” 
—movimiento que se posicionó con rapidez— está construyendo una “ideo-
logía hegemónica” o de “sentido común” sobre lo inadecuado de la política 
keynesiana anticíclica. En la formulación de Antonio Gramsci, la ideología 
hegemónica se fundamenta muy poco en los hechos y/o argumentos cohe-
rentes y se basa más en la capacidad de un grupo de dominación para impo
ner sus objetivos y metas, los cuales se pueden “convertir en los intereses de 
los grupos subordinados” (Gramsci, 1971, p. 181). 

El miedo a la deuda pública (combinado con la ignorancia) es tan intenso, 
que podría convertirse en una poderosa forma de influencia política, sobre 
todo de cara a la elección presidencial estadounidense de 2012. Los argu-
mentos económicos para invalidar las intervenciones de corte keynesiano e 
impulsar de nuevo la política neoliberal enmarcada en las ideas de Milton 
Friedman (y, en menor medida, de Friedrich von Hayek) han ganado terre-
no en esta coyuntura. La resurrección de la teoría de las “expectativas racio-
nales” —discusión pseudocientífica que argumenta que el déficit no puede 
estimular la economía porque tiende a inhibir las inversiones del sector 
privado y reducir el consumo presente— pasa a ocupar un lugar importante 
en la atmósfera del debate político. Otros economistas de la ortodoxia/dere-
cha han enfatizado el supuesto efecto de las “equivalnecias ricardianas”, en 
el que se supone que los gastos públicos van a inhibir los gastos privados; de 
esta manera, cualquier intervención pública tiende a tener un impacto neto 
nulo. Según el reconocido economista J. Stiglitz, este concepto de la equiva-
lencia ricardiana es parte de la formación de todos los alumnos en todos los 
programas de posgrado en economía en Estados Unidos y es también, en su 
opinión, algo carente de sentido, una formulación teórica absurda (Stiglitz, 
2010, p. 71).

Ideas como la de la “equivalencia ricardiana” carece de base y contexto 
en relación con la deuda pública frente a las ideas keynesianas; son, en todo 
caso, una forma de pensar que ha creado un nuevo “sentido común” acep-
tado ampliamente; desde el punto de vista político, las fuerzas derechistas 
han manipulado a gran parte de la población, en especial a la clase media. 
Jennifer Burns (2010) resume la situación:

La decisión de la derecha a favor del libre mercado es interesante. Los conser-
vadores atacan las políticas de rescate y estímulos y dejan de lado los factores 
que provocaron la crisis económica; el surgimiento del populismo ha desviado 
la atención sobre la indignación a Wall Street y se dirige a los programas del 
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Gobierno Federal. Siendo que dependen del gobierno, son profundamente es-
cépticos del mismo. Igual se pudiera decir del capitalismo, pero son pocas las 
voces que dicen que se debe regular el mercado. Contrario a esto, los conserva-
dores celebran la reactivación de la política americana dna: antiestatismo. Aun-
que en la elección presidencial de 2008 mostró debilidad el conservadurismo, 
lo que ha dado un nuevo impulso hacia la derecha.

Debido al rápido ascenso del “partido del Té” —fracción que se encuen-
tra dentro y fuera del Congreso de Estados Unidos—, se ha generado una 
situación que se define, según Gramsci, como “cesarismo”; este término 
expresa una situación de confrontación donde las fuerzas en conflicto se 
equilibran entre sí en forma catastrófica es decir, hay equilibrio de manera 
tal que la continuación del conflicto solo puede terminar con su destrucción 
recíproca; Gramsci lo describe como “una situación histórico-política carac-
terizada por un equilibrio de fuerzas en dirección a una catástrofe” (1971, 
219). La situación catastrófica en cualquier cesarismo progresivo se da cuan-
do la “victoria es sesgada por ciertos compromisos y limitaciones” o existe el 
triunfo de las fuerzas reaccionarias. El desenlace de esta situación en Esta-
dos Unidos parecería estar predestinada porque la administración de Obama 
no constituye una alternativa progresista, nada más ofrece cambios tímidos 
en la política económica que se puede definir como “Keynesianismo re-
nuente y oportunista”. Detrás de las estrategias keynesianas de corto plazo, 
encontramos a los principales consejeros económicos del modelo actual: 
Larry Summers, Timothy Geithner, Ben Bernanke, Robert Rubin y (en las 
sombras) Alan Greenspan. Es decir, la gama de ideas se extiende solo desde 
los neoclásicos a la Escuela de Chicago y aún más a la derecha, hasta llegar 
al liberalismo extremadamente radical de Ayn Rand. Hoy, la hegemonía del 
Wall Street-Tesoro es completa. 

Tanto esta estructura y el dinamismo político de la fracción del “partido 
del Té”, hacen difícil imaginar que pueda mantenerse la política de corte 
keynesiano. Algunos comentarios, como los de Paul Krugman, han sugerido 
una situación similar a la ocurrida en 1937, cuando el ímpetu del nuevo 
presidente Roosevelt se enfrentó a un ataque conservador sobre el déficit 
público que provocó efectos adversos y profundizó la depresión; sin embargo, 
Roosevelt estuvo rodeado por su brain trust de pensadores progresistas y re-
virtió su política fiscal de manera creativa, generando en Estados Unidos lo 
que se conocería más tarde como “keynesianismo”. En contraste, el presi-
dente Obama tiene un brain trust de pragmáticos apegados a la ideología de 
“libre mercado”; intelectualmente sus asesores económicos más cercanos 
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comparten los supuestos de las fuerzas reaccionarias que buscan medidas 
para detener cualquier forma de intervención estatal que pudiera limitar el 
poder y alcance del capital. Sus asesores han adoptado, renuentemente, 
formas de intervención estatal solo por las necesidades del momento, pero 
les hace falta un compromiso con el pueblo, por lo que, en un momento 
dado, pueden adoptar una nueva postura y ceder espacio a los que quieren 
recortar los programas públicos por abajo de los niveles que son requeridos 
en el marco de una estrategia de corte expansionista. 

En México se ha abandonado incluso el pensamiento de políticas fisca-
les y monetarias contracíclicas significativas para mantener, como principio, 
la pasividad. La élite política y económica ha apostado todo a la locomotora 
de Estados Unidos. De ahí la importancia de comprender las sutilezas de la 
política económica norteamericana y sus “hacedores”. El motor keynesiano 
que, en medio de sus contradicciones, estaba jalando a la economía mexicana 
desde mediados de 2009, se topa ahora con una situación en la que su com-
bustible se está agotando. Ante ello, México se encuentra atrapado en un 
aparente “callejón sin salida”, a la deriva y con la autocomplacencia de las 
élites en el poder, incapaces de avizorar e implementar una política cohe-
rente e independiente. 

¿Una segunda década perdida?

Como en los años ochenta, los primeros diez años del siglo xxi han signifi-
cado para México una década perdida. Durante el periodo 2000-2009, el 
ingreso promedio per cápita se incrementó solo 0.7 por ciento en total, en 
términos reales (cepal, 2010, p. 78). Sin la válvula de escape que en este 
periodo significó la monumental migración hacia Estados Unidos —no 
exenta de las contradicciones a las que hicimos referencia en los capítulos 
previos—, el crecimiento del ingreso promedio per cápita de México hubie-
se sido aún menor. En 2008, el nivel salarial fue solo 64 por ciento del co-
rrespondiente a 1982, e igual al nivel que tenía en 1994, antes de la gran 
crisis de ese año (Samaniego, 2009, p. 61). No cabe duda que el nivel sala-
rial promedio cayó de forma significativa en 2009, alrededor del 50-55 por 
ciento de su nivel en 1982, como fue el caso en 1998. Como corolario, duran-
te 2009 56 por ciento de la fuerza laboral recibió menos de 400 dólares al 
mes, lo que significó como consecuencia la expansión de la pobreza. 

De 1995 a 2009, la población económicamente activa del país aumentó 
en 12 millones; sin embargo, nada más fueron creados cuatro millones de 
empleos formales. La mayoría de los ocho millones que no tuvieron cabida 
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en el mercado laboral formal, se vieron compelidos a ingresar a las filas de 
la economía informal o emigrar a Estados Unidos. Más aún, de 2006 a 
2009, se crearon apenas 25 mil puestos de trabajo permanentes. La élite 
económica de México argumenta que el mercado laboral es débil debido a 
que el artículo 123 de la Constitución (Ley Federal del Trabajo) es demasia-
do parcial a favor de los trabajadores. La actual agenda política se centra en 
modificaciones al artículo 123 que consoliden la derrota infringida a la clase 
trabajadora desde la implantación de las políticas neoliberales en el país. La 
Coparmex —asociación, como señalamos antes, de empresarios de la facción 
de ultraderecha de Monterrey del capital mexicano creada para bloquear el 
poder emergente de los trabajadores organizados a finales de 1920— ha 
venido pugnando por dicho cambio constitucional: desde 1998 ha habido 
333 intentos legislativos del pan para acabar con el artículo 123 e imponer 
una era de “flexibilidad” laboral, lugar común en Estados Unidos; la “libertad 
de despedir” que se derivaría de esta flexibilidad difícilmente resolverá algo 
en cualquiera de los numerosos y graves problemas económicos de México. 
Por el contrario, es un aspecto consustancial al modelo exportador de fuerza 
de trabajo implantado en México y que hemos intentado describir y carac-
terizar a lo largo de este libro. De hecho, las grandes empresas tuvieron 
avances en 2009 para cambiar la relación capital-trabajo, pero no pudie-
ron abrir cauces para una recuperación económica:

Las compañías piensan cada vez más en cambiar al pago de remuneraciones por 
desempeño, así como a la flexibilización en cuestión salarial, horas laborales y 
prestaciones, como muestra la encuesta presentada hace unas semanas por la 
firma especializada en manejo de recursos humanos Hewitt, donde de 122 em-
presas consultadas, 64 por ciento manifiesta haber aplicado o estar en proceso 
de pagar remuneraciones por desempeño para dejar a un lado los aumentos 
salariales generalizados (Mendoza y Sigler García, 2009).

Más allá de tales medidas, el presidente Calderón se ha expresado con 
vaguedad acerca de impulsar el incremento de la producción petrolera 
mexicana hasta por un millón de barriles diarios. Las reservas en aguas pro-
fundas del Caribe podrían hacer de esto una posibilidad, pero solo a través 
de una mayor privatización de Petróleos Mexicanos (Pemex) que abriría el 
camino aún más a las gigantes petroleras multinacionales. Esto no será una 
panacea: por cada dólar de exportaciones de petróleo, México importa 67 
centavos de productos derivados del petróleo. En 2009, el superávit comer-
cial neto de petróleo era solo 14 por ciento del superávit comercial total de 



256 JAMES CYPHER Y RAÚL DELGADO WISE

México con Estados Unidos; sin embargo, para la élite de México la pre-
gunta parece ser “¿cuál crisis?”. En 2009, fueron compradas más de 2,700 
propiedades residenciales en la más lujosa zona de San Diego, como 
Rancho Santa Fe y La Joya; en esta exclusiva zona residencial la venta de 
bienes raíces a los mexicanos ricos subió 30 por ciento.

Ante estas circunstancias, mientras disfruta de los múltiples beneficios 
derivados de la especulación financiera y del acceso irrestricto a fuerza de 
trabajo barata, la élite política y económica del país se encuentra más alejada 
que nunca de la dramática situación por la que atraviesa la mayoría de los 
mexicanos. Y es aquí, precisamente, donde el dilema desarrollista de México, 
expresado en el agotamiento y crisis del modelo exportador de fuerza de 
trabajo barata y la necesidad de emprender un profundo proceso de trans-
formación social, cobra su verdadera dimensión.

Parte II 

El dilema actual: hacia una recuperación  

de la crisis económica con cabeza de Jano

A lo largo de 2009, una tormenta de violencia —anclada en movimientos 
clandestinos de mercancías como las armas, drogas y robos del petróleo— 
aceleró la devastación de gran parte del entramado socioeconómico y polí-
tico en México. En una situación de caída libre económica, complicada aún 
más por un brote de influenza A/H1N1, el empleo manufacturero cayó hasta 
junio a un ritmo anual de 15 por ciento (Arcentales, 2011a, p. 8). Como enfa
tizamos en la primera parte de este epílogo, el Estado mexicano no hizo 
ningún esfuerzo serio en lo que respecta al uso de políticas monetarias o 
fiscales para contrarrestar la dramática recesión económica iniciada a fina-
les de 2008, mientras que tanto —con reclamos de la sociedad por la “mili-
tarización”— el sistema judicial, las policías municipales y estatales, el aparato 
de inteligencia, el sistema penitenciario federal y el ejército carecían de la 
capacidad para mantener, en amplias franjas de México, un estadio mínimo 
de seguridad para el grueso de la población. Aunado a la crisis económica y 
en estrecha vinculación con ella, el país entró en “una crisis de legitimación” 
con respecto a las políticas del Estado.

Después de una fuerte caída en la tasa de crecimiento económico de 6.1 
por ciento en 2009, el alcance de la llamada “sólida recuperación” —fincada 
en un crecimiento del pib de 5.5 por ciento en 2010— fue en extremo limitado 
para la inmensa mayoría de la población. En enero de 2011, 91 por ciento 
de 2,144 personas encuestadas contestaron “no” a la pregunta: “¿Sientes 
que ha mejorado tu economía en fechas recientes?” (Galván Ochoa, 2011, p. 10). 
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Los efectos “positivos” de esta recuperación bifurcada se limitaron al incremento 
de las ganancias del gran capital mexicano y sobre todo de las empresas 
multinacionales instaladas en las zonas de exportación manufacturera, con 
magros beneficios colaterales confinados a un puñado de gerentes, adminis-
tradores, técnicos y obreros empleados en estos enclaves. Al mismo tiempo, 
el déficit de empleo se amplió y el salario medio se redujo aún más:

La sólida recuperación, como pregonan desde Los Pinos, sigue sin rozar al grue-
so de los mexicanos. Al cierre de enero de 2011, el número de trabajadores 
permanentes y eventuales urbanos asegurados en el imss ascendió a 14’627,511 
personas, un aumento mensual en el empleo formal de apenas 0.11 por ciento. 
Sin embargo, el número de trabajadores permanentes presentó una pérdida de 
9,654 cotizantes en el periodo, con lo cual el total retrocedió a 12’816,174. Si se 
compara esta cifra con respecto a la de octubre de 2008, cuando se alcanzó el 
máximo previo a la recesión, se observa pérdida neta de 8,527 plazas perma-
nentes (Fernández-Vega, 2011a, p. 30).
[Entre finales de 2008 y principios de 2011] el salario medio real de cotización 
al imss presenta 27 meses perdiendo poder de compra; en enero de 2011 cayó 
0.26 por ciento con relación a igual mes de 2010; en todo 2010 cayó 1.09 por 
ciento en relación con 2009, lo que implicó su segundo año de retroceso conse-
cutivo (Fernández-Vega, 2011b, p. 26).

Aún en 2011, como un indicador del hecho de que la llamada “recupe-
ración” no ha establecido vínculos firmes entre el sector de exportaciones 
manufactureras y la economía doméstica, las ventas de autos en el mercado 
nacional entre enero y abril fueron 20 por ciento menores que en el mismo 
periodo de 2008, mientras que de acuerdo con el Centro de Estudios de las 
Finanzas Públicas (cefp) de la Cámara de Diputados, el crédito al consumo 
mostró su primer aumento en enero de 2011 tras 26 meses consecutivos de 
caída (Fernández-Vega, 2011c, p. 28; Galván Ochoa, 2011, p. 10). De acuerdo 
con la miope visión del gobernador del Banco de México, la economía 
mexicana registró en 2010 un año “bastante bueno” y ahora está entrando a 
un año “vigoroso”: se dieron, al fin, según el funcionario, indicios claros de 
estabilización en los salarios —los salarios promedio aumentaron 0.27 por 
ciento entre febrero de 2010 y febrero de 2011—, no obstante que entre 
junio de 2008 y marzo de 2011, los ingresos promedio en los sectores manu-
factureros y comercial cayeron 6.76 y 10.75 por ciento, respectivamente 
(Fernández-Vega, 2011c, p. 28; González Amador, 2011, p. 26).77

77 En el último trimestre de 2010, el crecimiento de la demanda interna fue la fuerza prin
cipal impulsora de la demanda agregada. Sin embargo, ello obedeció a un aumento incipiente 
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Dado que hasta inicios de 2011, la llamada “recuperación” —con cabeza 
de Jano, en alusión a su doble cara mitológica: aquella que mira hacia una 
ruta agotada que se niega fenecer y la otra que busca un nuevo camino que 
aún no se avizora— fue casi 100 por ciento exógena por los efectos de la política 
fiscal expansiva de Estados Unidos. Tómese en consideración que, desde prin-
cipios de 2009, la disminución dramática de la tasa de crecimiento de la 
economía estadounidense —a un ritmo anual de 0.8 por ciento en el primer 
trimestre de 2011, sin considerar la acumulación de los inventarios— y la 
caída de los salarios reales promedio estadounidenses a una tasa anual de 
2 por ciento, son fuertes señales de que el pronóstico del gobernador del 
Banco de México es miope y especulativo (Homan, 2011). Dada la profunda 
dependencia económica de México respecto a Estados Unidos, el estan-
camiento por el que atraviesa la economía estadounidense se traduciría 
en corto tiempo en una fuerte caída en la tasa de crecimiento de las expor-
taciones mexicanas y, sin que medie un drástico cambio de modelo, el país 
continuará inescrutablemente a la deriva y transitando por la ruta del 
despeñadero.

La narrativa del “Estado fallido”

Este conjunto de dolorosos eventos dio pie a recuerdos de Job, el personaje 
bíblico, abriendo camino a una mega-narrativa: la caracterización del 
Estado mexicano como un “Estado fallido”. Esta mega-narrativa ha sido 
promovida, en primer lugar, por los neoconservadores críticos en Estados 
Unidos, más tarde por el Pentágono y, finalmente, por algunas voces promi-
nentes de la izquierda mexicana. El 13 de abril de 2011, en una reunión de 
la Subcomisión del Hemisferio Occidental de Estados Unidos en la Comi-
sión de Asuntos Exteriores de la Cámara de Representantes, el líder, Connie 
Mack, habló de “la aparición de la amenaza de un Estado fallido a lo largo 

en la inversión y a otros factores que tienen que ver con la economía externa; uno de estos 
factores ha sido la expansión en la liquidez financiera como resultado de la infusión de in
versiones de cartera (“dinero caliente”) como resultado de las políticas expansivas de la Reserva 
Federal de Estados Unidos y las altas tasas de interés en México. En julio de 2009 fueron 
recibidos por estos flujos de cartera alrededor de 260 mil millones de pesos por mes, pero en 
abril de 2011, los flujos sumaron 740 mil millones, es decir, casi tres veces más. Otra consi
deración es que han mejorado los términos del intercambio en 27 por ciento entre junio de 
2009 y abril de 2011. En gran medida, el aumento en los términos del intercambio fue 
determinado por el alza en el precio del petróleo de más de 100 por ciento entre enero de 2009 
y marzo de 2011. Y en el primer trimestre 2011 el crédito para el consumo aumentó a una tasa 
anual de 14 por ciento (Arcentales, 2011, pp. 8-11). Cabe agregar que una parte importante 
del aumento en la inversión se dirigió al sector del turismo y que ese mismo sector sufrió una 
fuerte disminución en su balanza comercial de 20.5 por ciento en el primer trimestre de 2011. 
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de nuestra frontera sur con México” en un momento en que la cifra de 
muertes relacionadas con la guerra contra las organizaciones criminales 
llegaba a 40 mil, contadas a partir de la fecha en que Felipe Calderón asu-
mió la presidencia del país (Brooks, 2011). Hace poco, un columnista del 
diario El Financiero, Jordy Herrera, se refirió a esta crisis de legitimación políti-
ca en los siguientes términos: “El riesgo es que el país está en riesgo. Defini-
tivamente, tenemos un poder legislativo fallido y vamos en camino de que 
nuestra sociedad sea fallida en su conjunto” (Herrera, 2011). La postura 
de Herrera no está lejos de algunos comentarios presentados por el líder de 
Coparmex, la fracción más conservadora del poder del gran capital mexicano. 

Por crisis de legitimación política, Antonio Gramsci entendió “una crisis de 
autoridad” en donde “la clase dirigente ha perdido consenso” y está “dejando 
de ser protagonista, para ser solamente dominante” (Gramsci, 1971, p. 273). 
La crisis de autoridad es “precisamente la crisis de hegemonía, o una crisis 
general del Estado”; entendiendo que “el Estado es el instrumento para 
poner en sintonía a la sociedad civil con la estructura económica”, hay una 
crisis de hegemonía cuando “las clases dirigentes pierden el consentimiento 
de las masas” (Gramsci, 1971, pp. 208-210). Planteamos, entonces, que el Es-
tado mexicano se enfrenta a una crisis dual: en primer lugar, porque el modelo 
exportador neoliberal ha fracasado (como expusimos en los capítulos anteriores), 
y en segundo lugar porque la llamada “guerra” en contra de las organizaciones 
criminales ha desatado un clima generalizado de desconfianza y desesperación. 

A pesar de tales comentarios e interpretaciones, la idea de que el Estado 
mexicano se encuentra en una fase de descomposición funge como una con-
cepción exagerada para la élite responsable de la formulación de políticas, 
así como para los intelectuales ortodoxos asentados en la zona metropolita-
na de la ciudad de México. Más al norte, extendiéndonos hacia los otros dos 
principales polos geográficos del poder —Guadalajara y Monterrey—, la 
percepción de que la seguridad social, económica y política del país está en 
entredicho se ha generalizado. La narrativa del “Estado fallido” es presen-
tada en formato binario simplista: o se acepta la hipótesis o se rechaza, de 
manera igualmente contundente. Pocos, fuera de los círculos oficiales del 
gobierno, niegan que la así llamada “guerra” conducida en contra la delin-
cuencia organizada ha seguido una trayectoria descendente. Aún así, vastas 
porciones del territorio mexicano mantienen los ritmos y los rituales de la vida 
cotidiana. 

Con todo, en el norte, y deslizándose progresivamente hacia el sur, se ha 
hecho omnipresente un profundo sentimiento de vulnerabilidad. A pesar 
de estas situaciones, se sugiere un término más limitado para expresar la 
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baja capacidad del Estado para mantener la legitimidad política, el crecimiento 
económico compartido y la seguridad humana: “Estado débil” o “Estado 
incapaz”. Por otra parte, se mantiene distancia de la formulación original 
del concepto de “Estado de colapso” —la situación calificada por Peter 
Evans como el “Estado predatorio”— donde una cleptocracia actúa para 
“desorganizar deliberadamente a la sociedad civil” en función de sus pro-
pios y estrechos objetivos, autodestructivos en última instancia (Evans, 1995, 
pp. 12, 248). 

Nos parece exagerado argumentar que México atraviesa por una situa-
ción de ingobernabilidad extrema. Entre varios elementos que configuran el 
entorno actual, no es trivial notar que —como lo sostiene el presidente de 
la Confederación de Cámaras Industriales de los Estados Unidos Mexicanos 
(Concamin)— los costos de la corrupción ascienden al año entre 7-9 por 
ciento del pib, alcanzando sus “peores niveles” en 2010 (Becerril, 2011a, p. 10). 
En contraste con periodos anteriores en los que el país operó bajo un pro-
yecto nacional desarrollista (1940-1982), hoy el concepto de “Estado rector” 
con alto grado de “autonomía relativa” ha sido desplazado por un Estado 
que, en el mejor de los casos, semeja un “Estado mínimo, monetarista”, ob-
sesionado con el mantenimiento de determinados “equilibrios” macroeco-
nómicos —como la oferta monetaria, la balanza comercial, la balanza fiscal 
y las reservas internacionales—. Bajo estas circunstancias, es importante 
traer a colación una observación de Cristina Puga sobre la fragilidad y debi-
lidad de un Estado que ha perdido su autonomía relativa:

En los casos en que el Estado no puede lograr un aislamiento relativo de la so-
ciedad y de la economía asentado en un aparato cohesivo y profesional, se rompe 
la línea divisoria entre desarrollo y clientelismo o corrupción, y el Estado tiende 
a convertirse en lo que Evans califica de “Estado predatorio”, en donde predo-
mina un “despotismo incoherente” que solamente estimula la ganancia rápida 
de servidores públicos y de burguesías locales (Puga, 2004, p. 42).

Para muchos analistas, el Estado mexicano está muy cerca o enfrascado 
ya en dicha situación y se enfrenta, por ende, a una crisis de legitimidad. De 
acuerdo con Gramsci, para superar esa crisis se requiere la reabsorción del 
control social por la vía de la restauración del aparato de la hegemonía in-
telectual, lo que implicaría sacrificios económicos por parte de la clase diri-
gente para construir un “determinado equilibrio con concesiones”, algo que 
no aparece ni en el horizonte de la clase política ni en la perspectiva de los 
barones económicos mexicanos (Gramsci, 1971, p. 161). 
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La meganarrativa de una nación clasemediera 

En lugar de aplicar modificaciones en las políticas públicas como las antici-
padas por Gramsci para la retención de hegemonía, el presidente Calderón, 
sus financiadores y sus aliados ideológicos han intentado construir una audaz 
meganarrativa para contrarrestar la tesis del “Estado fallido”: la idea de que 
México es una nación de clase media relativamente próspera y que el país nada 
más sufre un problema de imagen. Esta meganarrativa es de extrema impor
tancia en la coyuntura política actual porque es un arma ideológico/estraté-
gica clave en el intento de la ultraderecha de mantenerse en el poder en las 
elecciones presidenciales de 2012.

Empero, más allá de estas consideraciones coyunturales, el nudo del 
asunto es que para los partidos políticos tradicionales —el pri y el pan—, 
para la clase política en general, para los grupos nacionales de poder eco-
nómico, para las organizaciones cupulares del gran capital —el cce y la 
Coparmex—, para las cmn y para los ideólogos del neoliberalismo, se tiene 
que usar un argumento que justifique el status quo en consonancia con la 
formulación gramsciana del “sentido común”. Para Gramsci, el significado 
de este concepto es “en gran medida subconsciente, ante la falta de un sen-
tido crítico para percibir y entender el mundo que es ‘común’ en cualquier 
época dada” (Gramsci, 1971, p. 322). Es decir, el objetivo de la campaña para 
promover la concepción de un México clasemediero es construir una mega
narrativa que detente las propiedades que Gramsci llamó conceptos intelec-
tualmente “hegemónicos”; la meta es producir el “momento hegemónico”. 
i.e. cuando las ideas de un grupo dominante “se propagan por sí mismas 
a lo largo de la sociedad” y pueden ser recibidas con el consentimiento de la 
población subordinada como si fueran sus propios conceptos derivados de la ex
periencia cotidiana. De esta manera, se busca generar un “equilibrio” nacio-
nal “en donde prevalecen los intereses del grupo dominante” (Gramsci, 
1971, pp. 181-182). 

En el afán de consolidar este proyecto ideológicamente hegemónico, en 
abril de 2011 la revista Expansión publicó, en su primera plana, un artículo 
con título muy agresivo: “Abrir sus ojos a México”; en el subtítulo se formula 
la pregunta: “¿Te gustaría vivir en un país que crece 5 por ciento al año… 
y las empresas globales quieren invertir allí?” (Soto, 2011: p. 32). Este artículo 
audaz debe sus orígenes y gran parte de sus datos al hábil, pero poco pro-
fundo, libro Clasemediero: pobre no más, pero desarrollado aún no (De la Calle y 
Rubio, 2010a). A pesar de su deuda intelectual, a Soto le faltó citar el libro 
de De la Calle y Rubio e incluso, en pasajes importantes, tergiversó los 
datos de estos autores, mientras intentó apoyar la hipótesis de un supuesto 
México clasemediero.
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El libro de De la Calle y Rubio fue el único reconocido como fuente dig-
na de mención por el presidente de la República en una gran reunión de la 
clase política regional, el 2 de marzo de 2011, para festejar los aparentes 
logros económicos recientes del modelo neoliberal (López, 2011). Según 
De la Calle y Rubio, ser miembro de la clase media mexicana deriva de poseer 
al menos dos de 13 características, entre ellas ir al cine, viajar en avión, te-
ner un auto en la familia, vivir en una ciudad, ser propietario de una empresa 
propia o hacer pagos a plazos. Sin embargo, hay decenas de millones de mexi
canos pobres que viven en las ciudades, y hay decenas de miles de campesinos 
relativamente pobres que cada año vuelan para visitar a la familia en Esta-
dos Unidos; millones de pobres de México son propietarios de cierto tipo 
negocio, que podría consistir solamente en ser vendedor con una carretilla 
estacionada en una esquina, o con una mesa afuera del mercado local; 
todas estas alternativas forman parte de la vasta economía subterránea o 
“informal”. En relación con el número total de los trabajadores asalariados, 
el número de participantes en el sector informal es al menos 47 por ciento: 
un récord en 2010, de acuerdo con estimaciones oficiales (Flores, 2010, p. 13; 
Márquez Ayala, 2010, p. 30). Estos participantes del sector “informal” —
donde no hay registrado ningún contrato oficial de trabajo, lugar de nego-
cios o impuestos pagados— sostienen por lo regular, como ya comentamos 
en el capítulo 6, una subsistencia exigua. 

Según la oit, en 2008 solo 51.6 por ciento de la “población económica-
mente activa” (con exclusión de los empleadores) recibieron una pensión o 
una prestación de salud (o ambos), una estimación muy baja según otras 
fuentes (oit, 2010, p. 32). En algunas definiciones de “informalidad”, quienes 
no están cubiertos por dichas prestaciones son vagamente definidos como 
participantes del sector informal. A pesar de los hechos conocidos y las esti-
maciones de la “informalidad”, este concepto no desempeña papel alguno 
en la tesis central del libro Clasemediero, que sostiene que “la población de 
clase media es la mayoritaria en el país” (De la Calle y Rubio, 2010, p. 17). 
Con esta afirmación totalmente descabellada, estos autores dividen los in-
gresos anuales de los hogares en cinco partes, aislando los ingresos por en-
cima de 21,600 pesos por año y por debajo de 864 mil, y que asciende, de 
acuerdo con el censo oficial de 2000, 40 por ciento del total de los hogares 
urbanos y rurales (tal como lo presentamos en la tabla 1 del capítulo 1). Cla
semediero excluye del análisis a todos los hogares rurales y los que se ubican 
en pequeñas ciudades (casi un tercio de México), precisamente los hogares 
con mayor incidencia de pobreza. A partir de este supuesto a todas luces in
sostenible, los autores afirman que en 2002 el número de hogares urbanos 



263EPÍLOGO

de clase media ascendía a 53 por ciento del total (De la Calle y Rubio, 2010, p. 17). 
Si se hubiera empleado la línea divisoria mínima para ser miembro de la 
“clase media” que se usa en Brasil —156 mil pesos por año, según la res-
petada Fundación Getulio Vargas—, entonces la “clase media” mexicana 
habría de reducirse de inmediato a poco más de 25 por ciento de los hoga-
res (Maurer y Ragir, 2011, p. 10). Dado que el ingreso per cápita en Brasil 
es similar al de México, ignorar la línea divisoria mínima de Brasil es una de 
las muchas serias debilidades del libro Clasemediero. 

Para entender la orientación ideológica de este libro, vale la pena hacer 
notar que uno de los autores, Luis de la Calle, es egresado de licenciatura 
del Instituto Tecnológico Autónomo de México (itam) —cuna de los “Chicago 
Boys” de México tal como indicamos en el capítulo 2—, y que obtuvo su 
maestría y doctorado en la Universidad de Virginia —conocida también 
como “la Escuela de Chicago del este”—. El itam fue formado en los años 
cuarenta por la iniciativa de los antiguos banqueros mexicanos y los neolibe-
rales del Grupo Monterrey (Babb, 2001, 159-198); desde los años setenta, la 
facultad de posgrado en economía de la Universidad de Chicago fue “el 
único destino importante para los graduados del itam que perseguían estu-
dios en el extranjero” (Babb, 2005, p. 247). El doctor De la Calle es profesor 
en el itam, no es de menor importancia destacar que fue “ministro para 
Asuntos Comerciales” de la Embajada de México en Washington, D.C., 
puesto desde el cual desempeñó un papel fundamental en el diseño, pro-
moción e implementación del tlcan” (El Palenque, 2011). 

Antes de concluir que esta campaña de vender Clasemediero es quijotesca, 
es importante considerar que la cruzada propagandística para la creación 
del tlcan fue bien orquestada por los alquimistas del equipo del presidente 
Carlos Salinas de Gortari, incluyendo al doctor De la Calle. Hay que recor-
dar que esta campaña fue exitosa en cuanto a la consolidación del concepto 
“ganar-ganar” (al punto de ser, en el sentido gramsciano, intelectualmente 
hegemónico) y que dejó a la mayoría convencida de que, con el tlcan, México 
iba a entrar, casi de inmediato, a la Tierra Prometida de los países más avan-
zados en el mundo (Cypher, 1994).

La campaña para vender la idea proyectada por Clasemediero empezó 
con bombo y platillo en mayo de 2010, cuando la influyente revista Nexos 
publicó un artículo de primera plana intitulado “Clasemedieros”, escrito 
por De la Calle y Rubio. De este momento en adelante —seis meses antes 
de la publicación del libro— llegó una avalancha de comentarios positivos a 
la prensa cotidiana. Marchando a la cabeza de este desfile triunfalista estuvo 
el ensayista político y director de Nexos, Héctor Aguilar Camín (Aguilar Camín, 
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2010). Asimismo, haciendo eco del texto de Clasemedieros, el New York Times 
citó la tasa de crecimiento del pib en 2010 como indicador de “la expansión 
económica mexicana” que “ha ampliado la clase media” (Cave, 2011, p. A4). 
Siguiendo la narración de Clasemediero, el New York Times no hizo caso de que 
el crecimiento de 2010 no superó el estancamiento de 2008 ni la caída de 
6.1 por ciento en el pib en 2009, dejando el ingreso per cápita de 2010 en 
un nivel 4.3 por ciento inferior al de 2007. 

Si se excluye a la población rural y a los residentes en pueblos con menos 
de 50 mil habitantes, e incluyendo los que en realidad son la porción de la 
clase trabajadora con los mayores ingresos, Clasemediero construye su cifra de 
mayoría. El 35 por ciento de los hogares que están dentro de la clase trabaja-
dora, los que tuvieron ingresos anuales en 2000 entre 21,600 y 180 mil pesos 
representa apenas 15 por ciento de todos los hogares. El 43 por ciento de 
las familias de la clase trabajadora con los ingresos más altos son incluidos 
en la definición de “clase media”, no obstante que constituyen “las personas 
[urbanas] con ingresos apenas por debajo del promedio, con solo educación 
secundaria y sin un auto en la familia” (De la Calle y Rubio, 2010, pp. 16-17). 

En 2008, el ingreso medio por mes de los hogares fue de aproximadamente 
8,160 pesos, o 97,918 pesos por año (inegi, 2009, p. 11).78 El inegi asume que 
para esta familia “promedio” no hay hipoteca o renta que pagar: en lugar 
de estos gastos, 15 por ciento del ingreso mensual es ingreso no monetario de
rivado del valor imputado correspondiente a una casa ocupada por el dueño. 
Por encima de esto, se supone que más del 8 por ciento del ingreso total se 
recibe por programas gubernamentales no especificados (cefp, 2008: p. 17; 
inegi, 2009: p. 14). Según el inegi, entonces, 23.1 por ciento del “ingreso” 
de una familia “típica” no es un ingreso en efectivo o monetario. 

 ¿Podemos decir que una familia con ingreso mensual en efectivo de 
6,275 pesos, aunque pueda ser dueña de una casita, es miembro de la clase 
media?79 Hay que explicar cómo es que los de la “clase media” son personas 

78 La estimación del ingreso mediano familiar fue construida tomando el ingreso promedio 
por hogar de los deciles v y vi de la distribución del ingreso en 2008; es decir, el ingreso 
promedio mensual por el decil v fue de 7,317 pesos, y el del decil vi de 9,003 pesos, entonces, 
el ingreso mediano familiar fue de 7,317 + 9.003 ÷ 2 = 8.160 pesos.

79 Hay que recordar que el secretario de Hacienda, el señor Cordero, dijo en febrero de 
2011 que hay familias “luchadoras” que “con ingresos de 6 mil pesos al mes tienen crédito para 
una vivienda, tienen crédito para un coche, se dan tiempo de mandar a sus hijos a una escuela 
privada y están pagando las colegiaturas” (Nortimex 2011). Parece que su discurso fue parte de 
la venta de la hipótesis Clasemediera hecha por la clase política, pero, como dice el dicho, “les 
salió el tiro por la culata”: a lo largo de la República se hizo burla de esta declaración, que fue 
tomada como indicador clave del divorcio del gabinete económico en relación con la vida 
cotidiana mexicana. Después de su declaración, el señor Cordero nunca intentó presentar un 
respaldo a sus aseveraciones con datos o argumento concretos. 
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con ingresos de únicamente 68 pesos por día (15.6 pesos en especie y 52.4 
pesos en efectivo) que usan para cubrir sus gastos y para disfrutar de ciertos 
productos de lujo —dado que, según el inegi, esta familia representativa 
está integrada por cuatro miembros. Y en los numerosos casos en que la fa-
milia tiene que pagar renta o hipoteca —que puede alcanzar con facilidad 
los 3 mil pesos ¿es posible que con los 5,160 pesos que sobran (en efectivo y 
no-monetario) esta familia pueda vivir con comodidad? Hasta que los de-
fensores de la hipótesis de Clasemediero muestren esta posibilidad, no hay 
ninguna razón para aceptar la idea que la mayoría de las familias mexicanas 
son de “clase media”. 

Pasemos a los hogares que están dentro del decil iv en la distribución del 
ingreso familiar, con ingresos totales (en efectivo y en especie) de 5,992 
pesos por mes, o 71,900 por año. Estas familias llegan solamente a 51.2 por 
ciento de la línea de pobreza según la metodología de la cepal —dos veces 
el valor de la canasta de alimentos básicos (Damían y Boltvinik, 2006, p. 10). 
Julio Boltvinik, especialista en el tema, ha calificado a las familias “con in-
gresos apenas bajo el promedio” como “muy pobres”, y a las que conforman 
el decil v (en la distribución del ingreso familiar) las clasifica como “mode-
radamente pobres” (Boltvinik 2011, p. 25). Se entiende que los pobres mo
derados son aquellos que sufren una insuficiencia de algunos bienes y servi-
cios básicos (como la vivienda, alimentos, saneamiento o educación) que 
podrían ser conculcados, dado el nivel de desarrollo económico de México 
(Damían y Boltvinik, 2006; Cypher, 2005, 281-283). Según los cálculos de 
Boltvinik, solamente 19.6 por ciento de los hogares está “justo en la norma”, 
algo que puede ser interpretado, de manera muy libre, como la “clase media” 
mexicana; el número total de pobres en 2010 (indigentes, pobres y modera-
damente pobres) alcanza 66 por ciento de la población de México, muy lejos 
de lo que se podría concebir como una sociedad mayoritaria de “clase media” 
(Boltvinik, 2011, p. 25).

Es posible observar que, en 2008, más de 65 por ciento de los hogares 
mexicanos estuvieron debajo de la línea de la clase media, según se define 
en el caso de Brasil (inegi, 2009, p. 11; Maurer y Ragir, 2011, p. 10). De los 
que estuvieron por encima de esta línea, no todos son de la “clase media”, 
ya que una porción se define como “clase media baja”, y otra porción como 
“clase media alta”. Existe correspondencia entre las estimaciones que hemos 
usado para definir la “clase media” (25 por ciento de los hogares, en 2000) 
y las estimaciones de Boltvinik (19.6 por ciento de los hogares, en 2010), así 
como en la metodología usada en el caso similar de Brasil (Cypher y Delgado, 
2010, p. 24). 
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Es importante examinar detenidamente lo que parece ser la pièce de 
resistence de la meganarrativa que sostiene que la mayoría de la población en 
México es clasemediera: la forma de presentar los datos que sugieren que el 
promedio del ingreso real per cápita en México aumentó en 40 por ciento 
en el periodo de 20 años que va de 1988 a 2008 (De la Calle y Rubio, 2010, 
p. 37).80 Hay varios problemas con esta presentación: en primer lugar, 1988 
no cumple con la prueba de ser un año base “representativo”. En 1988 Mé-
xico pasó por un bache muy profundo: el ingreso real per cápita había caído 
al menos 14 por ciento desde 1982 (Interamerican Development Bank, 
1985, p. 305, 1988, p. 456; 1996, pp. 357, 420). Después de estos años difí-
ciles, la economía comenzó a expandirse a un ritmo moderado; entre 1988 
y 2008 el ingreso real per cápita creció a un ritmo muy exiguo —de 1.5 por 
ciento— mientras que el crecimiento por trabajador fue de un patético 0.7 
por ciento (Moreno-Brid y Ros, 2009, p. 225; cepal, 2010, p. 11). Además, 
la estimación del crecimiento per cápita entre los años 1988 y 2008 realiza-
do por De la Calle y Rubio fue incorrecto para los años 2000-2008, porque 
en el censo de 2010 era necesario hacer una revisión ascendente de la tasa 
de crecimiento de la población (inegi, 2010, p. 1). En otras palabras, corri-
giendo el crecimiento de la población, el incremento en el ingreso per cápita 
en promedio fue un modesto 32.7 por ciento (sumo cumulativo) durante el 
periodo de 20 años considerado, en lugar del 40 por ciento consignado en 
el libro Clasemediero. Usando el periodo más representativo: 1982-2008, el 
crecimiento acumulativo en los ingresos reales por persona fue solamente 
18.7 por ciento. Si el análisis se extiende hasta 2010, el aumento (acumulativo) 
promedio de ingresos reales por persona después de 1982 fue un patético 14.1 por 
ciento —o una tasa media anual de crecimiento del 0.47 por ciento anual (Márquez 
Ayala, 2010b, p. 28; Márquez Ayala, 2011, p. 32). Si estas cifras fuesen ajus-
tadas por el crecimiento en la fuerza de trabajo a un ritmo por encima de la 
tasa poblacional, entonces el concepto de un mejoramiento patético (puesto 
en términos “por trabajador”) sería aún más exiguo. 

La verdadera distribución del ingreso 

A menudo, las cifras de ingreso medio per cápita ocultan más de lo que reve
lan, en particular en el caso de México. De acuerdo con la distribución oficial 
de datos de ingresos de 2008, los hogares casi medianos (decil v) recibieron 
solo 86,363 pesos por año, o aproximadamente 21,588 pesos por cada 

80 Torpemente, Soto intentó enfatizar estos datos, pero puso las mismas cifras con fechas 
incorrectas (Soto, 2011, p. 36). Según Aguilar Camín, después de la baja en la pobreza, estos datos 
son los más importantes para apoyar la hipótesis del libro Clasemediero (Aguilar Camín, 2010). 
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miembro de la familia (inegi, 2009: p. 11). Mientras tanto, el ingreso promedio 
per cápita (pib ÷ población) fue aproximadamente 101,448 pesos, es decir, 
17.5 por ciento por encima del ingreso total de una familia de cuatro per
sonas, como fueron registradas en el decil v (Márquez Ayala, 2011, p. 32; 
cepal, 2010, p. 24; cepal, 2007, p. 17). De hecho, el ingreso anual promedio 
per cápita fue solamente 6,584 pesos menos que el ingreso total anual de una 
familia promedio del decil vi en 2008, o sea, el ingreso promedio per cápita a 
nivel nacional fue casi igual (94 por ciento) al ingreso total de una familia repre-
sentativa del decil vi en la distribución del ingreso.

Por supuesto, el ingreso anual por cada miembro de la familia debe ser 
menor que el promedio de ingresos per cápita basado en el tamaño del pib 
debido a la deducción de varios elementos, incluyendo la depreciación, re-
tenciones de las ganancias corporativas, impuestos directos e indirectos 
(valor agregado), etcétera; esto permite el cálculo de los ingresos disponibles 
personales per cápita. Al hacer un cálculo aproximado, el promedio del ingreso 
disponible per cápita basado en el pib, restando ganancias retenidas + amor
tización + impuestos directos e indirectos y sumando los subsidios, sería de 
72 por ciento del pib ÷ población (utilizando proporciones derivadas de la 
economía estadounidense). Así, tomando el número de 8,454 dólares para el 
año 2008 y multiplicándolo por .72, resulta que cada mexicano habría reci-
bido alrededor de 6,087 dólares al año, si el total de ingreso personal disponible 
hubiera sido dividido de igual manera.

De hecho, el ingreso per cápita de los hogares de gama media era solo de 
1,799 dólares, como ya se ha dicho, o aproximadamente 29.6 por ciento 
de la cantidad pronosticada por el uso del ingreso disponible per cápita. Aun 
cuando usamos el ingreso promedio por persona (sumando los deciles i-x 
÷ población) —como fue calculado por la Encuesta Nacional de Ingresos y 
Gastos de los Hogares (enigh)— la cifra asciende a 3,058 dólares, casi la 
mitad de los 6,087 dólares esperados para 2008 (si se hubiese calculado con 
la metodología usada en las cuentas nacionales norteamericanas). Por lo 
tanto, existe un enorme grado de discrepancia —1,799 dólares en contrapo-
sición a 3,058— entre un simple cálculo matemático del ingreso mediano per 
cápita y el promedio per cápita que se obtiene a partir de la cantidad registrada 
de ingresos familiares según la enigh de 2008.

Hay tres razones importantes para el desequilibrio de estos datos:81 en 
primer lugar, el ingreso mediano familiar está por debajo del promedio ma-
temático (97,918 vs. 146,776 pesos) porque a lo largo de la era neoliberal, 

81 De hecho hay cuatro razones: una de ellas está fuera del alcance de este trabajo, y es que, 
seguramente, no será posible homologar la relación del ingreso personal disponible con 
respecto al pib entre las cuentas nacionales de México y las de Estados Unidos. 



268 JAMES CYPHER Y RAÚL DELGADO WISE

que comenzó a finales de 1982, los empresarios y la élite política han seguido 
una deliberada compresión de salario, codificada eventualmente en el famoso 
Pacto de Solidaridad de 1987 que continúa hasta la fecha (Cypher, 1990, 
pp. 195-196). Usando 1982 como el año base índice (=100), el salario mínimo 
de México cayó a 48 pesos en 1988, y luego a 28 pesos en 2009 (Tello, 2010, 
pp. 17, 28). Entre los círculos oficiales se argumenta que el salario mínimo 
ha perdido su importancia porque los empleadores pagan por o general en 
múltiplos del salario mínimo. Sin embargo, 65 por ciento de todos los obre-
ros y empleados reciben menos de tres salarios mínimos por día; entre ellos, 
el 23.2 por ciento recibe más de uno o dos salarios mínimos y 21.8 por cien-
to recibe el mínimo (o menos) por día (Márquez Ayala, 2010a, p. 30). Al usar 
una vez más 1982 como año base (=100), los trabajadores amparados por 
convenios colectivos vieron disminuir sus salarios 61.5 por ciento en 1988 y 
46 por ciento (del nivel de 1982) en 2009 (Tello, 2010, pp. 17, 28). Según el 
Centro de Estudios Económicos del Sector Privado (ceesp), centro de investiga-
ción del cce, entre 2002 y 2010 los salarios reales cayeron, en promedio, 42 
por ciento (Editorial, 2010, p. 8). Al mismo tiempo, la tasa de sindicalización 
cayó de 13.8 por ciento de la fuerza de trabajo remunerada en 1993, a solo 
10.3 por ciento en 2008 (Zepeda, 2009: pp. 72-73). 

En segundo lugar, la distribución de ingreso para los hogares no se re-
gistra con exactitud ni en el caso de los estratos más altos de México, inclu-
yendo la “clase alta”, con ingresos anuales por encima de 240 mil dólares, ni 
en el caso de gran parte de los ingresos percibidos por la “clase media alta”, 
que oscilan entre los 72 mil y los 240 mil dólares (Cypher y Delgado, 2010, p. 23). 
En 2000, estas agrupaciones constituyen 3 y 7 por ciento de los hogares de 
México, respectivamente. En lugar de captar los amplios beneficios e ingre-
sos que son recibidos por estos tramos de la distribución de la renta, la 
enigh capta solo los ingresos de empleados y profesionales en su agrupa-
ción más adinerada: es decir, en 2008, el ingreso familiar mensual para el 
decil más alto en la distribución de ingreso fue de solo 3,635 dólares, regis-
trando un ingreso anual per cápita de 10,905 dólares, apenas 22 por ciento 
por encima de la media nacional del pib per cápita (inegi, 2009, p. 11); este 
decil recibió 40.3 por ciento de los ingresos totales registrados (Tello, 2010, 
p. 10).

Pero estos son los ingresos que se pagaron a los trabajadores de cuello 
blanco nada más (ejecutivos): la distribución oficial de ingreso no registra 
los gigantescos ingresos de los más ricos (5 por ciento), los que reciben la 
mayor parte de los ingresos empresariales y profesionales, beneficios, alqui-
leres, pagos de intereses, ganancias de capital y flujos de ingresos de activos 
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en el extranjero, principalmente en Estados Unidos (Boltvinik, 1998, pp. 11-12). 
Sobre este tema, que casi no se trata, hay que tomar en cuenta los trabajos 
de Cortés y Leyva-Parra, citados en la primera parte de este epílogo, porque 
hay firme evidencia de que sí existe una contabilidad adecuada de esta capa; 
el 10 por ciento con los ingresos más altos está recibiendo entre 54-62 
por ciento del ingreso nacional anual (Cortés, 2001, p. 880; Leyva-Parra, 
2005, p. 762).

En tercer lugar, el gobierno mexicano no altera de manera sustancial la 
distribución de ingresos netos después de impuestos a través de políticas 
públicas que aborden algunas de las necesidades fundamentales de la po
blación subalterna. Los desembolsos de todos los programas sociales en 
2005-2006 ascienden a solo dos tercios de la media de América Latina y el 
30 por ciento de los mexicanos más pobres (deciles i-iii) recibieron única-
mente 54 por ciento de tales desembolsos (Tello, 2010, p. 30).

Una recuperación con cabeza de Jano 

A inicios de 2011, los responsables de la política económica del Estado excla
maban que había sido superada la dramática crisis económica de 2008-2009, 
gracias a su sólida gestión de los “fundamentos económicos”, y que la eco-
nomía estaba en una “clara” recuperación. Habiendo crecido 5.5 por ciento 
en 2010, después de una caída fuerte de 6.1 por ciento en 2009, las predic-
ciones de crecimiento de 4 por ciento para 2011 se dieron en moneda 
corriente; sin embargo, los resultados del primer trimestre de 2011 no fue-
ron alentadores: el pib creció solamente 0.52 por ciento por encima del nivel 
logrado en el cuarto trimestre de 2010, es decir, a un ritmo anual real de 2.1 
por ciento (Becerril, 2011b; Jardón, 2011). La desaceleración de la economía 
estadounidense estaba jalando hacia el suelo a la economía mexicana. Hasta 
ahora, la llamada “recuperación” ha sido muy limitada, y favorece, sobre 
todo, a las pocas corporaciones (mayoritariamente multinacionales) que 
operan en el sistema global integrado de producción y exportación con más 
de 80 por ciento de su producción dirigida a Estados Unidos. 

Como explicamos de manera detallada en capítulos anteriores, México 
se convirtió, a finales de los años ochenta y principios de los noventa, en un 
importante enclave para el ensamblaje de autos y la industria de partes auto
motrices para la exportación. Debido a diversas políticas en Estados Unidos, 
incluyendo la de la expansión descontrolada de préstamos al consumidor, 
que permitió en 2010 la compra de 859 mil autos para los compradores con 
créditos subprime, la industria automotriz Estados Unidos-México logró una 
notable recuperación, con una producción de autos en México que aumentó 
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de mediados de 2009 a marzo de 2011 aproximadamente 100 por ciento o 
más del 11 por ciento al mes (Arcentales, 2011a, p. 6; Dash, 2011, p. A1). A 
finales de 2010, el auge en la producción de autos se había extendido a la 
industria electrónica (segundo sector de exportación manufacturera). 

Desde los años ochenta, las exportaciones de manufacturas han sido el 
núcleo propulsor de la distorsionada economía mexicana; el auge de la in-
dustria exportadora significó más ied —sobre todo en la expansión de las 
plantas de ensamblaje de autos— y un aumento de ganancias; las 47 corpo-
raciones mexicanas más grandes experimentan un aumento de 65 por cien-
to en ganancias de junio de 2009 a junio de 2010 (Cardoso, 2010: p. 27).82 
Para las grandes multinacionales de Estados Unidos, México ha representa-
do un tesoro en donde la relación de pago por hora (con préstamos) en la 
industria automotriz mexicana fue de 1:13.75 en 2010; es decir, por cada 
dólar pagado en México, la industria ahorró 12.75 dólares (13.75 dólares 
menos 1) en términos del costo de producción laboral estadounidense (Black 
2010). Sin embargo, para los trabajadores que fueron despedidos de mane-
ra temporal o que trabajan pocas horas durante la contracción, esta expan-
sión en las exportaciones significó jornadas completas y tal vez horas ex-
traordinarias, pero ningún aumento sustantivo en los salarios. Aunque el 
discurso oficial enfatiza la supuesta “recuperación”, el mercado interno se 
estancó por falta de demanda efectiva; por lo tanto, la llamada recuperación 
está dividida y la gran masa de mexicanos ha sido excluida, como también 
algunos líderes empresariales lo han manifestado abiertamente al presiden-
te de México (Pérez Silva, 2011, p. 9).

La economía mexicana es dependiente, como nunca antes, de la esta-
dounidense, y el modelo basado en las exportaciones a toda costa —que 
dejó a México en peores condiciones que al resto de los países de América 

82 En 2010, México recibió 17,700 millones de dólares por concepto de la ied, pero las em
presas mexicanas multinacionales enviaron, por sus propias inversiones extranjeras, 12,700 millo
nes al exterior, dejando una balanza positiva, aunque poco impresionante (Fernández-Vega, 

2011a, p. 26). En el sector automovilístico, Volkswagen anunció una inversión de 550 mil millones 
de dólares para construir una nueva planta en Guanajuato, en 2012, mientras que General Motors 
invirtió 500 mil millones de dólares en su planta en Ramos Arizpe, en 2011 (García, 2011, p. 17; 
Kiernan, 2010). En la celebración de la apertura de una nueva planta de Chrysler en Satillo, en 
2010, con una inversión de 570 mil millones de dólares, el presidente la república calificó a 
México como “campeón” a nivel mundial en la industria automotriz. En este año, esta industria 
absorbió 470 mil puestos de trabajo directos y generó 20 por ciento de las exportaciones 
manufactureras (Rosales, 2010, p. 18). En febrero de 2010, Chrysler anunció una inversión de 
550 mil millones de dólares para reequipar su fábrica en Toluca (Black, 2010). El presidente 
de una empresa consultora reconocida, DesRosiers Automotive Consulting Inc., estima que la por
ción de la producción mexicana en la industria automotriz estadounidense crecerá de 12 
por ciento, en el periodo 2000-2009, a 19 por ciento en 2020, mientras que la de Estados Unidos 
bajará de 72 a 65 por ciento (Black, 2010).
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Latina en el periodo 2008-2009— ha dado muestras contundentes de su 
fracaso e insustentabilidad. Es claramente imposible impulsar un proceso 
sostenido de recuperación, o una expansión significativa de la economía 
mexicana, sin que la élite económica tome consciencia de este fracaso y de 
que el espíritu rentista y cortoplacista del neoliberalismo ha propiciado la 
ausencia de políticas que estimulen la formación generalizada de capital y 
la actualización de la base industrial (más allá de los enclaves de exporta
ción).83 Al ignorar las necesidades de apoyar un sistema de innovación 
nacional, y con la ausencia de un compromiso en el largo plazo del sector 
público para investigación científica y tecnológica endógena, México lan-
guidece por completo con una tasa anual de crecimiento de la productivi-
dad laboral de .011 por ciento entre 1991 y 2009 (cidac, 2011, p. 17). Sin 
una tasa adecuada de crecimiento de la productividad, lo mejor que México 
podría hacer en los próximos años es recuperar al fin el terreno perdido 
desde la implantación de las políticas neoliberales; sin embargo, esto no va 
a satisfacer a la élite política y económica. Todo indica que para compensar 
la caída de los años recientes, proseguirán con sus prácticas depredadoras 
—que giran sobre la reducción de los salarios—, acelerando el ataque a los 
sindicatos, como lo indica el despido masivo de 44 mil miembros del sme del 
sector público en el otoño de 2009 en virtud de que, según el presidente 
de la Republica, “estaba[n] estorbando el crecimiento de la economía” 
(Pérez Silva 2011: 9).

Una reflexión final sobre la llamada  

“recuperación sólida”

Los partidarios del tlcan predijeron, una y otra vez, que bajo el esquema de 
“ganar-ganar” sobre el que se fincó este acuerdo trilateral, la economía 
mexicana experimentaría un crecimiento firme y sostenido en el largo plazo, 
acompañado de un aumento de los salarios y de las oportunidades de empleo. 
Reflejando el verdadero programa de saqueo propio del neoliberalismo, es 
posible concluir que: 1) en 2010, los salarios cayeron entre 30 y 40 por ciento 
del nivel que tenían 1982, 2) los ingresos per cápita crecieron a una raquítica 
tasa anual de 0.47 por ciento entre 1982 y 2010, al tiempo que 3) el creci-
miento total acumulado de la productividad laboral de 1991 a fines de 2009 
fue de un magro 2.1 por ciento. Mientras que la redistribución descendente 

83 El crecimiento anual en la formación bruta de capital era solamente de 4.4 por ciento en 
2008 y cayó a una tasa de 10.1 por ciento en 2009; dada la magnitud de esta caída, el aumento 
en 2010 fue casi nulo: 0.7 por ciento (cepal, 2010, p. 11). 
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del ingreso continúa en niveles y grados extremos, los activos de los miem-
bros que conforman la élite mexicana —incluidos en la lista de Forbes de los 
multimillonarios más ricos del mundo—, aumentaron en un 500 por ciento 
de 2000 a 2010. A la par de ello, el “déficit de empleo” fue de casi 8 millones 
durante los mismos 10 años, considerando a los jóvenes que no lograron 
ingresar al mercado laboral formal (Fernández-Vega, 2011d, p. 34; Flores y 
Regil, 2011). La bifurcada y tan celebrada “recuperación” de la economía 
mexicana, ahora en una fase de desaceleración, podría prolongarse tími
damente hasta finales de 2012 debido a las políticas previsibles del ciclo de 
negocios electoral. Un alto crecimiento económico se puede anticipar en años 
de elección presidencial; por ejemplo, en 2006, el crecimiento del pib real 
fue 5.2 por ciento —el más elevado desde 2000 (otro año de elecciones pre-
sidenciales), año en que alcanzó 6.0 por ciento—. Es decir, la fuerza motriz, 
antes exógena (por el crecimiento de las exportaciones hasta los primeros 
meses de 2011) pasaría a ser temporalmente endógena por los gastos públi-
cos electorales. 

El efecto del ciclo de negocios electoral es alimentado por desembolsos pú-
blicos inflados, que se canalizan sobre todo a infraestructura, lo que genera 
una significativa demanda de materiales de construcción de contenido na-
cional y de mano de obra poca calificada, pero de igual forma son gastos 
sociales diseñados para elevar el voto de los mexicanos pobres. La inaugu-
ración de este ciclo electoral de negocio fue precisamente el tema de una 
reunión de alto nivel entre tres representantes de la cce y el presidente 
Calderón, a principios de mayo de 2011, que pretendió establecer el curso de 
la política fiscal para los próximos 18 meses. Como portavoz de los grandes 
empresarios de la clase dominante participó en esta reunión Claudio X. 
González Laporte, quien representó a la Comisión de estrategia del cmhn 
(una organización muy poderosa de la cúpula, limitada a 36 miembros de la 
crème de la crème de la élite financiera e industrial, cuyo objetivo es ejercer el 
mayor nivel de influencia en la formación de las políticas económicas nacio-
nales, como lo explicamos de forma detallada en el capítulo 3) (Becerril, 
2011c; Briz, 2002, pp. 162-72). Junto con otros dos representantes de las orga
nizaciones más poderosas en lo que respecta al capital nacional —ambos 
directores de la cce— el cmhn informó al primer mandatario, según El Fi-
nanciero, acerca de “la necesidad de aflojar el gasto en inversión; hacer que 
el país crezca al máximo posible en 2011 y 2012, y acelerar la economía in-
terna” (Becerril, 2011c). 

Para preservar el modelo neoliberal impulsado por las exportaciones, la 
élite empresarial se centró en la necesidad crítica de expandir la economía 
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nacional antes de las elecciones presidenciales de 2012. Esta demanda in-
mediata por parte del cmhn para implantar una política fiscal y monetaria 
expansiva revertida en 180 grados por la ausencia de medidas de política 
anticíclicas, obedece al crecimiento del desempleo y el derrumbe del creci-
miento de la economía mexicana en sintonía con la caída del mercado de 
importación de los Estados Unidos. En ese momento, solo los medios de sub
sistencia y la seguridad económica de la población subalterna estaban en 
juego: un asunto de poca importancia para la élite en el poder, sobre todo 
ante la posibilidad de retener el poder y los privilegios prometidos por una 
nueva victoria electoral en 2012.

Más allá de este esperado programa de estímulos al crecimiento econó-
mico, diseñado para prolongar el reinado del partido en el poder, o para 
asegurar la continuidad de las políticas en el caso de una victoria del pri, hay 
pocos visos de que la economía mexicana pueda revertir, en el corto plazo, 
la pésima y regresiva trayectoria perpetrada a lo largo de la era neoliberal. 
Con todo, en esta coyuntura hay intentos serios por parte de varios grupos, 
que incluyen algunos empresarios frustrados con el modelo, además de 
algunos que fueron “hacedores de la política” en tiempos pasados, de cons-
truir una estructura económica distinta y revertir “la dependencia del 
sendero” adverso que ha recaído sobre México. Sin embargo, hasta la fecha 
estos esfuerzos no han tenido un efecto de arrastre capaz de generar diná-
micas de transformación social de gran calado (Cordera Campos et al., 2009; 
De María y Campos et al., 2009; Vidal, 2011). Entre tanto, México se acerca a 
las condiciones clásicas citadas por Gramsci: “La crisis consiste precisamente 
en el hecho de que lo viejo está muriendo y lo nuevo no puede nacer” (Gramsci, 
1971, p. 276). Aunque esta frase tan citada de Gramsci está convirtiéndose 
en otro cliché, figura tristemente como el nudo del dilema mexicano actual, 
el cual pasa por la necesidad de emprender cambios profundos tanto en 
las estructuras de poder dominantes, como en la teoría y en la práctica del 
desarrollo. 




